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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramos Torres, la Jueza Soroeta 
Kodesh y el Juez Vázquez Santisteban1. 
 
Ramos Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de diciembre de 2021.  

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, la Sra. Alma Irizarry 

Castro (en adelante, parte apelante o Sra. Irizarry Castro), y nos solicita la 

revocación de una Sentencia Parcial emitida el 28 de octubre de 2019 y 

notificada el 30 de octubre del mismo año por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan (en adelante, TPI). Mediante el aludido 

dictamen, el foro primario desestimó todas las reclamaciones instadas por 

la parte apelante; esto es la Reconvención contra el Banco Popular de 

Puerto Rico (en adelante, parte demandante o BPPR), y la Demanda de 

Tercero contra los notarios públicos, el Lcdo. Arnaldo A. Mignucci (Mignucci) 

y el Lcdo. Eugene F. Hestres Rodríguez (Hestres) (en conjunto, Notarios 

demandados).  

 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2021-041 de 10 de febrero de 2021, se designó al 
Hon. Héctor Vázquez Santisteban para entender y votar en el caso de epígrafe en 
sustitución de la Hon. Luisa M. Colom García, quien se acogió a los beneficios del retiro 
el 31 de enero de 2021. 
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Por los fundamentos que expondremos a continuación, se revoca la 

Sentencia Parcial y se devuelve el caso al foro primario para la continuación 

de los procedimientos conforme a lo aquí resuelto. 

I. 

El trasfondo histórico de este caso se remonta al año 2008 cuando 

la Sra. Irizarry Castro otorgó un pagaré a favor del BPPR o a su orden, por 

la suma de $178,600.00, más el interés estipulado por las partes; y una 

Escritura de Hipoteca (en adelante, préstamo hipotecario o hipoteca) para 

garantizar dicho pagaré.2 Con este préstamo hipotecario, la parte apelante 

adquirió el apartamento 301 del Condominio Hide Park Tower en San Juan 

(en adelante, apartamento).3 Esta hipoteca se constituyó ante el Notario 

Mignucci; y a su vez, este último seleccionó a la compañía Bankers Title 

para realizar el estudio de título.4 Transcurrido cuatro años, la Sra. Irizarry 

Castro acordó con la parte demandante modificar la hipoteca original ante 

el Notario Hestres, a fines de reducir la tasa de interés.5 Para el momento 

de los hechos, la hipoteca original no había sido inscrita en el Registro de 

la Propiedad (en adelante, Registro).6 

Dado que, presuntamente, la parte apelante cesó de efectuar los 

pagos del préstamo hipotecario, el 14 de septiembre de 2015, el BPPR 

presentó la Demanda de epígrafe en cobro  de dinero y ejecución de 

hipoteca.7 Aproximadamente, tres meses después, el Registro denegó la 

inscripción del Condominio Hide Park Tower (en adelante, Condominio o 

Hide Park) como régimen de propiedad horizontal; así como las hipotecas 

del apartamento de la Sra. Irizarry Castro.8 Ello, pues el bloque donde se 

construyó el aludido Condominio existían condiciones restrictivas que 

impedían el desarrollo de un edificio multifamiliar como este.9 Así pues, la 

 
2 Véase, Apéndice XV del Recurso de Apelación, pág. 224. 
3 Id. 
4 Id. 
5 Id. 
6 Id. 
7 Id.  
8 Id, en la pág. 225. 
9 Id. 
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parte demandante enmendó su reclamación a los fines de eliminar la causa 

de acción de ejecución de hipoteca por la vía ordinaria, toda vez que se 

confirmó que la hipoteca objeto de este pleito no se logró inscribir en el 

Registro.10 

Subsiguientemente, el 21 de diciembre  de 2016, la parte apelante 

presentó su Contestación a la Demanda Enmendada, e incluyó una 

Reconvención contra el BPPR .11 En apretada síntesis, la parte apelante 

reclamó por daños y perjuicios, ya que alegó que la parte demandante falló 

en alertarla sobre la inviabilidad, para aquel entonces, de adquirir el 

apartamento como una unidad individual; toda vez que el Condominio 

estaba sujeto a condiciones restrictivas contra su sometimiento al régimen 

de propiedad horizontal.12 Luego de varios trámites procesales, el 23 de 

marzo de 2017, la parte demandante presentó una Moción de Sentencia 

por las Alegaciones, en el cual solicitó la desestimación de la 

Reconvención.13  En esta solicitud, arguyó primeramente que, la parte 

apelante carecía de una causa de acción reclamable, pues cualquier vicio 

en el título era responsabilidad del vendedor; y en segundo lugar, la 

reclamación adolecía de parte indispensable, dado que en la aludida 

Reconvención la Sra. Irizarry Castro realizó unas alegaciones contra unos 

Notarios públicos que no eran parte del pleito. 

Acto seguido, la parte apelante presentó una Demanda de Tercero, 

en la cual incluyó como demandados a los notarios públicos que autorizaron 

los tres instrumentos en controversia; la Escritura de Compraventa, 

Hipoteca y su modificación.14 Tanto en la Reconvención como en la 

 
10 Véase, Apéndice del Recurso de Apelación, págs. 1-2. (Esta Demanda Enmendada se 
presentó el 26 de junio de 2016.) 
11 Véase, Apéndice del Alegato del Banco Popular de Puerto Rico, págs. 4-13. 
12 Id. (Véase, además, la decisión de nuestro Tribunal Supremo de Puerto Rico en Park 
Tower v. Registradora, 194 DPR 257 (2015).) 
13 Véase, Apéndice del Recurso de Apelación, págs. 134-136. 
14 Véase, Apéndice del Recurso de Apelación, págs. 45-92. (Esta Demanda de Tercero se 

presentó el 1 de junio de 2017.) (El tercer Notario demandado se llama el Lcdo. Kendall 
E. Krans. No obstante, la parte apelante llegó a un acuerdo transaccional con este. 
Con respecto al Notario Hestres, la reclamación fue desestimada sin perjuicio por este 
no haber sido emplazado. Sin embargo, la Sra. Irizarry Castro presentó otra Demanda 
contra el primero ; y ese trámite fue consolidado con el pleito de referencia.) 
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Demanda de Tercero, la Sra. Irizarry Castro señaló que fue engañada 

durante el proceso de adquisición del apartamento y en la constitución de 

las hipotecas sobre las condiciones restrictivas del Condominio; por lo que, 

solicitó la nulidad de la Escritura de Compraventa y los préstamos 

hipotecarios, más una indemnización por los daños ocasionados. 

El 21 de mayo de 2018, el TPI atendió la solicitud presentada por el 

BPPR y dictó una Resolución, en el cual declaró no ha lugar la desestimación 

de la Reconvención presentada por la parte apelante.15 Mediante este 

dictamen, el foro primario concluyó que no procedía el planteamiento de 

falta de parte indispensable, toda vez que la Sra. Irizarry Castro había 

presentado una Demanda de Tercero contra los Notarios demandados. 

Señaló, además, que la Reconvención incluía reclamaciones contra el BPPR 

sobre una alegada tenencia de mala fe del pagaré y negligencia en la 

otorgación del préstamo hipotecario. Por ende, le correspondía permitirle a 

la parte apelante su día en corte para que buscara probar sus alegaciones; 

o en la alternativa, que el TPI quedara convencido de la inexistencia de la 

causa de acción. Luego de examinar una Moción de Reconsideración 

presentada por el BPPR, el TPI reiteró su determinación mediante una 

Resolución dictada el 23 de julio de 2018.16 

Insatisfecho, el BPPR acudió ante este Tribunal de Segunda 

Instancia, mediante un Recurso de Certiorari, en el caso núm. 

KLCE201801137, en el cual solicitó la revocación de la aludida Resolución 

del TPI. No obstante, esta fue confirmada a través de una Sentencia dictada 

el 28 de diciembre de 2018 y notificada el 2 de enero de 2019.17 

Transcurrido múltiples trámites procesales y en lo aquí pertinente, el 

15 de mayo de 2019, el BPPR y el Notario demandado Mignucci presentaron 

ante el TPI un escrito titulado: Moción Solicitando Orden Dirigida al 

 
15 Véase, Apéndice del Recurso de Apelación, pág. 137.  
16 Véase, Apéndice del Recurso de Apelación, pág. 146. 
17 Véase, Apéndice del Alegato del Banco Popular de Puerto Rico, págs. 18-36. 
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Registrador de la Propiedad.18 En su escrito, estos plantearon en resumen 

que, habían identificado un error de hecho en los “records” del Registro, y 

de corregirse dicha inadvertencia, el apartamento no continuaría sujeto a 

la condición restrictiva. Por ende, no habría impedimento alguno para que 

las Escrituras, incluyendo la hipoteca, quedaran debidamente inscritas en 

el Registro. El error de hecho identificado por el BPPR y el Notario Mignucci 

consistió en intercambiar la letra “K” por la letra “C” en la inscripción de la 

Escritura Núm. 120 de 28 de mayo de 1946. Esta equivocación en el 

Registro provocó que la parcela “K”, terreno donde se encuentra Hide Park, 

quedara afectado por una servidumbre en equidad de edificación 

erróneamente.  

Como resultado, el 3 de junio de 2019, notificada el 5 de junio del 

mismo año, el TPI dictó una Resolución y Orden, en la cual declaró ha lugar 

la petición de la parte demandante.19 Específicamente, reconoció que las 

Escrituras en controversia no se lograron inscribir en el Registro por el 

aludido error de hecho planteado por el BPPR. Por tanto, concluyó lo 

siguiente:  

Este Tribunal resuelve que por un error al inscribir la 
Escritura número 120 de 28 de mayo de 1946, se colocó la 
letra “C” en vez de la letra “K” en referencia a las parcelas de 
la Urbanización Hyde Park en las cuales se podrían construir 
edificaciones de más de tres pisos y multifamiliares que el 
error en las letras no altera ni pu[e]de alterar, por más tiempo 
que pase o ha pasado, los derechos según se consignaron en 
la referida Escritura.  

Corresponde, por lo tanto, ordenar al (la) Señor(a) 
Registrador(a) de la Propiedad, Sección Segunda de San Juan, 
ordenándole [sic] corregir el error de hecho, a los efectos 
que cambie la letra “C” por la letra “K” y, corregido dicho 
error de hecho, proceda con la inscripción de la escritura 
número 49 sobre ‘Constitución de Régimen de la Propiedad 
Horizontal de Hyde Park Tower’ otorgada en San Juan, Puerto 
Rico[,] el 25 de septiembre de 2001[,] ante el Notario Jorge 
Cela Urena, y como consecuencia ordene la inscripción de los 
demás instrumentos públicos que cumplan con las demás 
exigencias de ley, incluyendo, sin limitarse a los siguientes: 

(1) Escritura Número 44 de Compraventa otorgada el 
25 de octubre de 2008, ante el Notario Público Kendall E. 
Krans Negrón en virtud de la cual la Demandada adquirió la 
propiedad objeto de esta acción; 

 
18 Véase, Apéndice del Recurso de Apelación, págs. 196-216. 
19 Véase, Apéndice del Recurso de Apelación, págs. 217-223. 
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(2) Escritura Número 52 de Hipoteca en Garantía de 
Pagaré a favor de Popular Mortgage, Inc., otorgada el 25 de 
octubre de 2008, ante el Notario Público Arnaldo Antonio 
Mignucci Giannoni; y la 

 
(3) Escritura Número 31 de Modificación de Hipoteca 

otorgada el 2 de febrero de 2012, ante el Notario Público E. 
Francois Hestres Rodríguez.20 

 
Así las cosas, el 28 de octubre de 2019 y notificada el 30 de octubre 

de 2019, el foro primario dictó la Sentencia Parcial objeto de este Recurso.21 

En apretada síntesis, el foro primario desestimó la Reconvención y la 

Demanda de Tercero incoadas por la parte apelante; por entender que al 

haberse corregido el error de hecho, esta carece de una causa de acción 

contra el BPPR y los Notarios demandados. Por su pertinencia, transcribimos 

a continuación las determinaciones de hechos consignadas por el foro 

primario:  

DETERMINACIONES DE HECHOS 
  
1) La escritura de constitución de hipoteca se presentó 

el 20 de noviembre de 2008, ante el Registro de la Propiedad 
de San Juan, Segunda Sección; el Registro sin embargo 
denegó su inscripción. La escritura de modificación número 
31 de 2 de febrero de 2012 tampoco se inscribió. 

 
2) El 24 de octubre de 2008, Popular Mortgage, junto 

a la compañía Bankers Title realizaron un Estudio de Título 
para el Apartamento 301 del Condominio Hyde Park Tower, 
en la Urbanización Hyde Park de San Juan, presentada al 
asiento 260 del diario 1011 en el Registro de la Propiedad de 
San Juan, Segunda Sección. 

 
3) El 16 de abril de 2015, la Registradora de la 

Propiedad de San Juan, Segunda Sección, Lcda. Carmen E. 
Ávila Vargas, notificó su denegatoria de inscripción de 
Calificación de la Escritura de Constitución de Régimen de 
Propiedad Horizontal del Condominio Hyde Park Tower. 
Resolvió que el bloque donde se construyó el edificio estaba 
afecto a condición restrictiva que impedía edificios 
multifamiliares. 

 
4) En mayo de 2015, la Sra. Irizarry acudió a las 

oficinas del BPPR para informar la situación registral 
resultante de la calificación emitida denegando la inscripción 
del condominio al régimen de Propiedad Horizontal.  

 
5) La finca consta inscrita el 19 de diciembre de 2001 

al asiento 260 del diario 1011 de San Juan, Registro de la 
Propiedad de San Juan, Segunda Sección. 

 
20 Id, en la pág. 223. 
21 Véase, Apéndice del Recurso de Apelación, págs. 224-230. 
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6) La demandada reconvino al amparo de la Sección 
606 de la Ley de Transacciones Comerciales y reclamó se 
rescindiera el préstamo y se recuperara el instrumento. 

 
7) El Registro de la Propiedad no da ni quita derechos 

por lo que un error en la entrada de una escritura no puede 
ser fuente de obligación y es susceptible de corrección. 

 
8) En la inscripción en que se inscribieron los derechos 

y condiciones restrictiva de los solares de la Urbanización 
Hyde Park allá para 1946 se cometió un error. Para el detalle 
véase la Resolución y Orden que se dictó en este caso el 3 de 
junio de 2019 la cual se hace formar parte integral de esta 
Sentencia.22 

 
Así pues, el TPI concluyó, además, que:  

Dado que el Tribunal resolvió que el Registro de la 
Propiedad cometió un error y este provocó o fue el origen de 
la negativa de inscripción de los escritos, subsanado el error 
es forzoso concluir que ni la parte demandante ni los Notarios 
Terceros Demandados fueron responsables del error del 
Registro pues este se cometió en 1946. 

 
Ni el BPPR demandante ni los notarios incumplieron 

deber alguno para con la demandada. No hubo dolo, ni malicia 
real, no aplica la doctrina de autoridad aparente como lo ha 
querido establecer la parte demandada. Debemos recordar 
que ni el Banco ni los Notarios tenían forma de conocer del 
error pues ellos actuaron conforme las escrituras no las 
inscripciones de las condiciones restrictivas de la Urb. Hyde 
Park.23 
 
Luego de evaluar una Moción en Solicitud de Reconsideración con 

las respectivas Oposiciones presentadas por las partes, el foro primario 

denegó reconsiderar; y reiteró su determinación emitida en la Sentencia 

Parcial.24 

Inconforme con el referido dictamen, el 6 de febrero de 2020, la Sra. 

Irizarry Castro acude ante nos mediante la presentación de este Recurso 

que nos ocupa. Señala la comisión de los siguientes errores:  

PRIMERO: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL EMITIR UNA SENTENCIA QUE NO FUE 
SOLICITADA POR LOS APELADOS Y SIN DARLE 
OCASIÓN A LA APELANTE DE DEFENDERSE[.] 

 
SEGUNDO: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA AL CONTRADECIR DETERMINACIONES 
PREVIAS TANTO DE ESE FORO COMO DEL TRIBUNAL 

 
22 Id, en la págs. 225-226. 
23 Id, en la pág. 228. 
24 Véase, Apéndice del Recurso de Apelación, págs. 231-343. (Esta Resolución se dictó 
el 14 de enero de 2020 y fue notificada el 16 de enero del mismo año.) 
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DE APELACIONES QUE LE RECONOCIERON A LA 
APELANTE SU DERECHO A TENER SU DÍA EN CORTE[.] 

 
II. 

-A- 

La Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y la 

Constitución de los Estados Unidos de América garantiza el derecho a un 

debido proceso de ley. Véase, Emda. V y XIV, Const. EE. UU, LPRA, Tomo 

1; Art. II, Sec. 7, Const. ELA, LPRA, Tomo 1. Nuestra ley suprema así lo 

establece al disponer que: "[n]inguna persona será privada de su libertad 

o propiedad sin un debido proceso de ley [. . .]". Const. ELA, supra. Este 

derecho fundamental opera en dos modalidades distintas: la vertiente 

sustantiva y vertiente procesal. Domínguez Castro v. ELA, 178 DPR 1, 35 

(2010); González Aristud v. Hosp. Pavía, 168 DPR 127, 134 (2006); U. Ind. 

Emp. AEP v. AEP,146 DPR 611, 616 (1998); Rivera Rodríguez v. Lee Stowell, 

133 DPR 881, 887 (1993).  

En la vertiente sustantiva del debido proceso de ley, los tribunales 

examinan la validez de una ley al amparo de la Constitución. Hernández v. 

Secretario, 164 DPR 390, 394 (2005); McConnell v. Palau, 161 DPR 734, 

757 (2004). Es por ello, que el Estado está impedido de aprobar leyes o 

efectuar gestiones que afecten de manera irrazonable, arbitraria o 

caprichosa los intereses de propiedad o libertad de los individuos. Id. 

Por su parte, la vertiente procesal del debido proceso de ley le 

impone al Estado la obligación de garantizar que la interferencia con los 

intereses de libertad o propiedad de los individuos se efectúe a través de 

un procedimiento justo y equitativo; que respete la dignidad de los 

individuos afectados. Álvarez v. Arias, 156 DPR 352, 364 (2002); Rivera 

Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, supra. Su aplicabilidad exige un interés de 

propiedad o libertad que pueda verse afectado. U. Ind. Emp. AEP v. AEP, 

supra, en la pág. 616; Rivera Santiago v. Srio. de Hacienda, 119 DPR 265, 

273-274 (1987). De existir tal interés, hay que determinar cuál es el 
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procedimiento exigido. Hernández v. Secretario, supra, en la pág. 395; 

Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, supra, en la pág. 888; Rivera 

Santiago v. Srio. de Hacienda, supra, en la pág. 274. 

Como corolario del debido proceso de ley, nuestro Tribunal Supremo 

de Puerto Rico (en adelante, Tribunal Supremo) ha reiterado que en todo 

procedimiento judicial adversativo se tiene  que satisfacer los siguientes 

requisitos de manera que se aseguren unas garantías procesales mínimas 

para no lacerar el debido proceso de ley en su vertiente procesal, a saber: 

(1) notificación adecuada del proceso; (2) proceso ante un juez imparcial; 

(3) oportunidad de ser oído; (4) derecho a contrainterrogar testigos y a 

examinar la evidencia presentada en su contra; (5) tener asistencia de 

abogado; y (6) que la decisión se base en la evidencia presentada y 

admitida en el juicio. Hernández v. Secretario, supra, en la págs. 395-396; 

Álvarez v. Arias, supra, en la pág. 365; Rivera Rodríguez & Co. v. Lee 

Stowell, supra, en la págs. 888-889. 

Así pues, una vez que estos derechos se incorporan de algún modo 

a los procesos judiciales, se convierten en parte integrar del debido proceso 

de ley en su vertiente procesal y adquieren una categoría cuasi 

constitucional. Véase, Pueblo v. Vega, 148 DPR 980, 988 (1999); Pueblo v. 

Serbiá, 78 DPR 788 (1955). 

Por último, nuestro dictamen adversativo exige que cada alegación 

sea sostenida mediante una cantidad de prueba (quántum).  Esto es así, 

porque las meras alegaciones no son suficientes como tampoco las 

conjeturas para sustentar señalamientos o imputaciones. Asoc. Auténtica 

Empl. v. Municipio de Bayamón, 111 DPR 527, 531 (1981). 

III. 

En sus dos señalamientos de error, la parte apelante nos solicita que 

revisemos y revoquemos la Sentencia Parcial apelada, toda vez que este 

dictamen, en resumen, le impidió tener su “día en corte”. Adelantamos que 

le asiste la razón. Veamos.  
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Antes de entrar a los méritos del caso, cabe resaltar que las 

controversias trabadas en las reclamaciones de epígrafe son secuelas y 

tienen relación directa con lo resuelto en el caso: Park Tower S.E. v. 

Registrador de la Propiedad de San Juan, Sección Segunda, 194 DPR 244 

(2015). En este caso, el Condominio instó un Recurso Gubernativo en contra 

de la Registradora, por esta haber denegado la inscripción de un régimen 

de propiedad horizontal por la alegada incompatibilidad con unas 

servidumbres en equidad previamente inscritas en el Registro.  

Según surge de la opinión del Tribunal Supremo, la determinación 

de la Registradora se basó en que mediante la Escritura Matriz se pretendió 

someter al régimen de propiedad horizontal un edificio de apartamentos de 

cinco niveles o plantas, con un total de dieciséis apartamentos. Sin 

embargo, esa edificación era contraria a las condiciones restrictivas del 

terreno inscritas previamente en el Registro. Estas servidumbres en equidad 

surgieron, según la Registradora y validadas por nuestro más Alto Foro, de 

la Escritura número 120 (en adelante, Escritura de 1946) otorgada ante el 

Notario Eloy Acosta Domenech el 28 de mayo de 1946. En la opinión del 

Tribunal Supremo, se desprende que, la Registradora observó que en una 

nota marginal al folio 226 de la finca principal 7557 se expresaron las 

siguientes condiciones restrictivas sobre edificación, y por su pertinencia las 

transcribimos in extenso:  

Por escritura 120 otorgada en Río Piedras, el 28 
de mayo de 1946 ante el Notario Eloy Acosta 
Domenech, D. Juan Valdejuli Rodríguez, mayor de edad, 
casado con Juana Pelegrina y vecino de Río Piedras, por sí 
como apoderado de su citada esposa, cuyas facultades tiene 
acreditadas en este Registro, manifiesta que la finca de este 
número la hubo según la inscripción primera anterior y la cual 
ha sido urbanizada y dividida en solar según plano aprobado 
por la Junta de Planificación, Urbanización y Zonificación y 
quedó subdividida en 10 y 8 manzanas marcadas desde 
la letra “A” hasta la “R” y siendo el deseo de dicho 
Valdejuli-Rodríguez y su esposa, a hacer una urbanización 
uniforme en la construcción, le impone a dichos solares las 
siguientes restricciones: (1) los solares comprendidos en las 
manzanas letra “A” y “B” y los marcados con los números 168 
al 170 de la manzana “G” y los solares marcados con los 
números doscientos cuarenta y seis al doscientos sesenta y 
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cuatro de la manzana “L”, los solares marcados con los 
números doscientos sesenta y cinco al doscientos sesenta y 
ocho de la manzana “N”, los solares marcados del número 
doscientos noventa y nueve al trescientos nueve de la 
manzana “N” y los solares marcados con las letras “A”, 
“B”, “C”, “O” y “P” quedan por la presente designados 
como zona comercial ya que dichos solares dan a las 
carreteras insulares que pasan por dicha finca; (2) en 
los solares comprendidos en las manzanas “D”, “E” y “F” 
podrán construirse casas de apartamentos hasta tres pisos 
incluyendo la planta baja cuyos solares quedan designados 
para fines residenciales y sujetos además a las limitaciones 
establecidas en los párrafos siguientes; (3) en todos los 
demás solares se imponen como condiciones las siguientes 
condiciones restrictivas sobre construcción: (1) en cada uno 
de estos solares solo podrá construirse una casa para 
residencia de una o dos familias y su construcción será de 
concreto armado y bloques y techo de azotea o teja a un costo 
no menor de cinco mil dólares. (Énfasis suplido).  
 
En el caso de autos, el BPPR junto al Notario Mignucci identificaron 

un error en el Registro en la inscripción sobre la Escritura de 1946. La 

equivocación consistió en que la Registradora en la cláusula de las 

condiciones restrictivas intercambio la letra “K”por la letra “C”; por lo que, 

provocó que el terreno del Condominio quedase afectado por la 

servidumbre en equidad sobre la limitación de edificación. En otras 

palabras, lo correcto era que el Condominio quedase afecto por la 

restricción al uso comercial, pero no a la limitación de edificación. Así pues, 

el foro primario acogió este planteamiento y dictó una Resolución, en la 

cual le ordenó a la Registradora que efectuara dicho cambio en el Registro 

y que permitiese la inscripción de las Escrituras en controversia. Así las 

cosas, el TPI subsiguientemente dictó motu proprio la Sentencia Parcial 

apelada, en la cual desestimó todas las reclamaciones instadas por la Sra. 

Irizarry Castro contra el BPPR y los Notarios demandados en el pleito de 

epígrafe.  

Como punto de partida, deseamos enfatizar que no existe prohibición 

alguna para que un Tribunal dicte motu proprio una sentencia cuando 

considere que proceda en derecho. Sin embargo, esta facultad es un 

proceder delicado y que requiere prudencia y cautela por parte del 

juzgador. Por lo tanto, al evaluar la determinación del TPI, nos exige 
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especial deferencia de nuestra parte. Ello, pues es el juzgador del foro 

primario quien conoce minuciosamente los detalles y todos los pormenores 

del caso. Reiteradamente, el Tribunal Supremo ha sido enfático en la norma 

de deferencia hacia las decisiones emitidas por el foro de menor jerarquía. 

Como norma general, los foros apelativos no intervendremos en las 

apreciaciones y determinaciones del TPI, salvo encontremos rastros de 

pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto. Meléndez v. Caribbean Int’l. 

News, 151 DPR 649, 664 (2000). Esto último se sustenta en la premisa de 

que es el TPI quien se encuentra en la mejor posición para aquilatar y 

valorar la prueba presentada respecto a las controversias en cuestión. De 

ahí surge la responsabilidad delegada al juzgador del foro primario sobre la 

función judicial. 

Ahora bien, mediante el referido dictamen, el foro primario concluyó 

que, la razón por la cual las Escrituras en controversia no lograron 

inscribirse en el Registro se debió al error de hecho provocado por esta 

propia instrumentalidad. Por tanto, al corregirse dicha equivocación, la 

parte apelante no posee una reclamación, toda vez que ni la parte 

demandante ni los Notarios demandados incumplieron deber alguno con la 

primera. Específicamente, determinó que estos no incurrieron en dolo, ni 

malicia real; y que no era aplicable la doctrina de autoridad aparente. 

Agregó que, ni el BPPR ni los Notarios demandados podían darse cuenta 

del aludido error, dado que estos actuaron de conformidad con las 

Escrituras, mas no con las inscripciones de las condiciones restrictivas del 

Condominio.  

En primer lugar, si bien es cierto que hubo un error en el Registro en 

la inscripción de la Escritura de 1946, esto no implica automáticamente que 

la Sra. Irizarry Castro queda huérfana de algún remedio, por lo menos en 

esta etapa de los procedimientos. No comprendemos cual es el nexo entre 

subsanar el error registral y concluir sin más que la Sra. Irizarry Castro 

carece de una causa de acción contra el BPPR y los Notarios demandados. 
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En segundo lugar, tampoco podemos comprender como el foro primario 

llegó a las siguientes conclusiones: (I) que ni el BPPR ni los Notarios 

demandados incumplieron deber alguno con la parte apelante; (II) que 

estos no incurrieron en dolo ni malicia real, y que no era aplicable la figura 

de autoridad aparente; y (III) que los primeros habían actuado de 

conformidad con las Escrituras y no con las inscripciones de las 

servidumbres en equidad del Condominio. Estas disposiciones 

evidentemente recaen en una evaluación sobre unas conductas particulares 

que solo pueden determinarse aquilatando y valorando la prueba que se 

presente en un juicio plenario. Nótese, además, que, al corregir el error en 

el Registro, lo cierto es que el Condominio ya no queda afectado por la 

limitación de edificación; pero no es menos cierto que ahora el Condominio 

quedaría restrictivo al uso comercial. Todas estas circunstancias, sin duda, 

deben dilucidarse en sus méritos. Más aún, cuando de la Reconvención 

como de la Demanda de Tercero, se desprende que la parte apelante 

reclamó unos daños por unos alegados incumplimientos a sus obligaciones 

ya sean contractuales, o extracontractuales, bajo el Art. 1802 del Código 

Civil de 1930, 31 LPRA ant. Sec. 5141,25 hace ineludiblemente meritorio la 

celebración de un juicio en su fondo. 

El Tribunal Supremo ha sido enfático al establecer que es un 

arraigado principio en nuestro derecho, y forma parte esencial e intrínseca 

del debido proceso de ley, garantizarle a toda persona, cuyos intereses 

estén en controversia, la oportunidad de ser oída y de defenderse. Esto es 

de tener su “día en corte”. Marrero v. Vázquez Egean, 135 DPR 174 (1994). 

Es incuestionable que el debido proceso de ley encarna la esencia de 

nuestro sistema de justicia y refleja nuestra vida en sociedad y el grado de 

civilización alcanzado. López y otros v. Asoc. de Taxis de Cayey, 142 DPR 

109 (1996).  

 
25 Vigente a la fecha de los hechos. 
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Luego de examinar el expediente de autos, concluimos que el foro 

primario incidió al dictar la Sentencia Parcial apelada, dado que prejuzgó el 

caso sin antes evaluar y valorar la totalidad de la prueba pertinente. Al así 

concluir, no le permitió a la Sra. Irizarry Castro probar sus alegaciones; y 

por ende, la privó de tener su “día en corte”, lacerando así su debido 

proceso de ley en la vertiente procesal.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la Sentencia Parcial 

apelada y se devuelve el caso al foro primario para la continuación de los 

procedimientos de manera consistente con lo aquí expuesto. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.   

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 
 
 


